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ORGANIZACiÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

OBSERVACIONES FINALES

CASO JORGE FERNANDO GRANDE

CASO 11.498

ARGENTINA

1. INTRODUCCiÓN

El presente caso treta sobre el sometimiento de Jorge Fernando Grande a un
procedimiento penal marcado por irregularidades y demora indebida, el cual estuvo
basado en prueba que luego fue declarada nula, y por no haberle brindado a la vfctima
un recurso adecuado para repararlo por los daños y perjuicios ocurridos durante el
mencionado proceso penal.

La CIDH considera imprescindible destacar la necesidad de que el Estado
impulse los procesos penales con las debidas garantfas, tanto para salvaguardar los
derechos de las persones Inculpadas como para las vlctlmas, y para proteger los
intereses de la sociedad en general. En ese sentido, en dichos procasos, las
autoridades judiciales no sólo deben tener en consideración la posición da las alagadas
vlctimas, sino también la de los procesados. Los hachos del presente caso demuestran
qua el Estado argentino incumplió con dicha obligación raspecto del señor Grande y,
por al contrario, no raalizó actos procesalas significativos con la finalidad da
determinar su situación jurfdica.

A continuación la CIDH prasantará sus obsarvaclonas an el siguiente orden: el
respecto de las excepciones preliminares; bl respecto del fondo del asunto y cl
conclusiones.

11. RESPECTO DE LAS EXCEPCIONES PREliMINARES

La Comisión reitera en todos sus términos el escrito de contestación a las
excepciones preliminares de 19 de febrero de 2011, asl como las observaciones
finales orales al respecto. Sin perjuicio de lo anterior, la CIDH sa permite hacer algunas
referencias sobre el particular.

En cuanto a la excepción preliminar relativa a la competencia rallone lemporis,
la CIDH reitera que las violaciones cuya declaratoria solioltó a la Corte en su demanda,
tuvieron lugar con posterioridad al 5 de septiembre de 1984. En efecto, parte
importante del proceso penal al cual fue sometido Jorge Farnando Grande, transourrló
entre la mencionada fecha y el 24 de enero de 1989. Asimismo, la demanda de daños
y perjuicios cuyo resultado sustenta las conclusiones de derecho de la CIDH en lo
relativo e la falta de protección judicial, fue interpuesta y sustanciada en su totalidad
tras la aceptación de competencia da la Corte.

Por tanto, al efectuar la narraolón del marco fáctico de la demanda, la CIDH
aclaró qua sa refarlrla a los entecedentes esf oomo a la totalidad del proceso penel
seguido contra el señor Grande, en tanto dicha información contextual resulta
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relevante en el análisis que realice el Tribunal sobre los hechos que se encuentran
dentro de su competencia temporal'.

En relación con la excepción denominada por el Estado como "violación del
derecho de defensa del Estado durante la sustanciación ante la CIDH", la Comisión
recuerda que ha sido práctica constante de los órganos del slstama intera\nerlcano
efectuar un análisis de los hechos sometidos a su conocimiento desde una perspectiva
que no se limita a las disposiciones legeles invocadas, sino que incorpora aquellas que
resulten relevantes y aplicables a dichos hechos (principio iura novit curia). "

Al respecto, la CIDH destaca que en el trámite ante la CIDH, un aspacto
importante de la etapa de admisibilidad y del respectivo informe, es circunscribir o
delimitar el objeto del caso que será analizado en la etapa de fondo. Esta facultad de la
CIDH deriva no sólo del principio iura novit curia, sino de los principios que inspiran la
Convención Americana en cuanto al acceso al sistema de peticiones individuales el
cual, de conformidad con el artfculo 44 y siguientes de la Convención, reviste cierta
flexlbilided, no Impone formas particulares y no requiere asistencia letrada.

Este determinación fue efectuada con base en los hechos puestos en
conocimiento de la Comisión desde la petición Inicia!' El sefior Grande efectuó una
narración de los antecedentas del proceso penal, dal proceso penal como tal, y de la
acción contencioso administrativa intentada con posterioridad al sobreseimiento.
Desde ei Inicio del trámite el sefior Grende indicó con precisión las fechas de inicio y
finalización del proceso penal an su contra. De esta manara, el argumento del Estedo
en el sentido de que la petición no provefa el sustento fáctico para la aplicación del
principio iura novit curia sobre posible violación de la garantia de plazo razonable, no
encuentra sustento alguno,

En todo caso, la Comisión destace que de los escritos presentados por al
Estado' dasde el inicio de la tramitación da la patición y con antarioridad al
pronunciamiento de admisibilidad, resulta claramente que el Estado argentino entendfa
como parte del objeto del caso los hechos relacionados con la duración del proceso,
as! como la posible violación de las garantras dal articulo 8 de la Convención
Americana.

En virtud da lo anterior, la Comisión reitera qua an su pronunciamiento de
admisibilidad delimitó las disposiciones convenclonalas que podrfan ser relevantes para
el análisis de fondo del caso, an ejarcicio de sus facultadas y con base en el sustento
fáctico de la petición y de toda la información racibida por ambas partes en la etapa de
admisibilidad.

Finalmente, en relación con la excepción de falta de agotamiento de los
recursos internos, la CIDH reitera que en su primera comunicación el Estado manifestó
que se habfan "interpuesto y agotado todos los recursos de la Jurisdicción interna de
conformidad con los principios del derecho internacional". Posteriormente el Estado

\ Ver, al respecto, Corte LO-H., Coso Radi'llo Pachuco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo,
Reparaciones y CostlJS, Sentencia de 23 de noviembre do 2009. Sorle e No. 209 Ptirr, 116· Citando. Corto
LO.H" Goso GolblJrú V otros Vs. Paraguay, Fondo, Reparaclonos y Costos, Sentoncia de 22 do septiembre de
2006. Sor1a e No. 153, párrs 53 y 63; Corto LD.H., Caso del Penol Miguel Castro Costro, Sontencla de 25 do
noviembre de 2006. Serie C NolGO, párr 202; y Coso de la Masacre de lo Rochelo Vs. Ca/amblo. Fondo,
ReparacIones V CostoS'. Sentoncla de 11 de do meyo de 2007" Serie e No 163, párr. 76

;¡ Ver escritos de 14 de diciembre do 1995, 10 de junio do 2000, 19 de noviembre de 2001. En el
escrito de contestación n lilS excepciones preliminares la CIDH especifica las partes portlnentes do dichos
escritos .
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modificó su posición e indicó que ei sefior Grande no presentó recursos Internos en el
marco del proceso penal.

En consecuencia, la CIDH considera que en virtud del principio de estoppel, el
Estado no estaba facultado para cambiar la posición mantenida en la primera respuesta
ente la Comisión, más aún cuando el peticionario pudo asumir ciertas decisiones
procesales - como iniciar un proceso de solución amistosa .. basado precisemente en
dicha posición.

Por otro lado, de los seis recursos supuestamente adecuados, mencionados por
el Estado en su escrito de contestación ante la Corte, sólo uno - el planteo de nulidad
sobre el secuestro de documentos - fue alegado en la etapa de admisibilidad ante la
Comisión. La referencia a los demás recursos por parte del Estedo es extemporánae3.

, '
Respecto del "plantao de nulidad", el Estado presentó argumentos más

especificas en su contestación ente el Tribunal, que ante la Comisión. Al respecto, la
CIDH recuerda que la Corte ha declarado Improcedente excepciones preliminares
referentes a supuestos similares en virtud de la "falta de especificidad" y falta de
argumentación sobre su disponlbllided, Idoneidad y efectividad en la etapa procesal
oportuna4,

En conclusión, la Comisión reitera su solicitud a la Corte de que desestime las
tres excepciones preliminares presentadas por el Estado y, en consecuencia, y
continúe con el análisis de fondo del presente caso.

111. RESPECTO DE FONDO DEL CASO

La CIDH reitera en todos sus términos la demanda Interpuesta en el presente
caso el 4 de mayo de 2010, asr como las observaciones finaies orales de la audiencia
pública, Sin perjuicio de ello, la Comisión se permite hacer las siguientes
observaciones.

En primer lugar la Comisión recuerda que la Corte Interemericana ha establecido
que una demora prolongada puede llegar a constituir por sr misma una violación de las
garantias judiciales, por lo que corresponde al Estado exponer y probar la razón por la
cual se ha requerido más tiempo del razonable para dictar sentencie deflnltlve en un
ceso particular5,

Para examinar si en el proceso penal adelantado contra el sefior Grande el plazo
fue razonable según los términos del articulo 8.1 de la Convención, es necesario tomar
en consideración, a la luz de las circunstancias concretas del caso los tres elementos
que ha tomado en cuenta en su Jurisprudencia constante, a saber: al la complejidad del
asunto, b) la conducta de las autoridades ¡udiciales, y cl la actividad procesal del

3 Corte lDH Caso Usón Ramlraz Vs. Venozuela. Excopclón ProllmlnOl, Fondo, Reparaciones y Costas
Sontenclo do 20 do novlembro do 2009. Sorle e No, 207, Pérr.19 CItando. Caso VeMsquez Rodrlguez, párr. 91;
Coso Gorlbaldl Vs Brasil- ExcepcIones Preliminares, Fondo, ReparacIones y Costas. Sentenola de 23 de
soptlembre de 2009. Serie e No. 203, pórr, 46, y Coso Escller y otros Vs, Brosll. ExcepcIones PffJl/mlnores,
Fondo, ReparacIones y Costos- SentencIa de 6 do J\llla de 2009. SerIe C No 199, párr. 28.

~ Corto IDH. Caso Usón Ramfrez Vs. Venezuela. ExcepcIón Prellmlnor, Fondo, ReparacIones y Costos,
Sentenolo do 20 do novIembre de 2009. SerIe e No- 207. Párr. 23.
fj Corto t,O.H., Caso Ricardo Conose Vs· Pomguoy. Sontoncla do 31 do agosto do 2004 SerIe e No. 111,
porro 142
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interesado'. Asimismo, la Comisión Se referirá a la situación dei procesado y ei grado
de afectación sobre SllS derechos fundamentales.

De mantera preliminar a dicho análisis, la CIDH destaca que, pese a haber sido
solicitado por la Comisión, ei Estado argentino no presentó el expediente del proceso
penal durante el trámite ante ésta. No fue sino hasta diciembre de 2010, como anexo
a su contestación da demanda, que Argantlna prasentó el referido expadiente. Al
respecto, la Comisión observa que el análisis de dicho expedienta no hace sino
confirmar las conclusiones a les que llegó la Comisión en su Informe de Fondo.

En relación con la complejidad del asunto, ia Comisión reitera que si bien es
cierto que habra seis personas implicadas en el proceso interno, el caso no revestia un
alto grado de complejidad, més aún si se considera que las autoridades no contaban
con mayores pruebas que las recabadas en julio de 1980, tal como lo destacaron las
propias autoridades Internas que ordenaron eventualmente el sobreseimiento definitivo.
AsI, el poner fin al proceso penel, las autoridades judiciales árgentinas no analizaron ni
resolvieron sobre los méritos del asunto, sino que decretaron la nulidad de lo actuado
desde los albores mismos de la investigación Es decir, las autoridades judicialas sólo
realizaron un análisis de las pruebas, las cuales obraben en el expediente desde el
inicio mismo de la investigación.

En relación con la conducta de las autoridades judiciales, la CIDH observa que
ésta no fue diligente. Al respecto, cabe señaler que al momento de decidir sobre le
situación jurrdica de los sindicados, en agosto de 1980, el Juez Federal en lo Criminal
y Correccional No. 1 contaba con los mismos elementos de hecho y de derecho que la
Cámara Federal de Apelaciones ocho años daspués. Sin embargo, el Juez federal en lo
criminal no sa pronunció sobre la legalidad de las pruabas que tuvo a la vista.
Tampoco se pronunció el juzgador cuendo se interpuso el recurso de nulidad en 1985.

Más allá de ello, la Comisión recuerda que durante el tiempo que duró el
proceso, el juez instructor estaba facultado y obligado, de conformidad con ia
legislación interna, pera, de oficio, decretar la nulidad de algún acto "en cualquier
instancia, cuando se comprueben omisiones, vioiaclones o defectos que comprometen
ei orden público, hecho que, en el presente caso, y tal como confirmó la perita Natalia
Sergi, no sucedió durante más de ocho años.

Aunado a lo anterior, la CIDH destaca que del expediente aportado por al
Estado no se desprenda que áste haya lIevedo a cabo acciones concretas tandlentes a
demostrar la culpabilidad o inocancia del sañor Granda.

Por otro lado, an relación con la actividad procesal el Interesado, la Comisión
recuerda que el impulso procesal en este tipo de acciones penales corresponde al
Estado Independientemente de la actividad procesal del imputado; es decir, en el
proceso penal el acusado no debe estar requerido de probar su inocencIa, sino, por el
contrerio, el Estado tiene la obligación de probar su culpablllded o inocencia dentro de
un plazo razonable.

II CIDH, Informe de Fondo No, 77/02, Waldemar Gerónlmo Plnhelro y José Vlctor dos Santos (Caso
11 506), 27 de dlclombre do 2002, pltrr 76· Ver también Corte ID.H., Coso López Arvorez. Sentencia de 1 de
fobraro do 2006. Serlo C No. 141, pérr, 132; Coso GSfe/e Asto y Ramlrez Rojas. Sontencla do 26 do noviembre
do 2005. Serlo C No, 137, pórr 166¡ y Coso Acosta Clllderón. Sontenclo de 24 de Junio do 2005. Sorle e No,
129, pórr, 106; ONU 000 CCPR/C/GC/32 de 23 de agosto de 2007, Comité de Derechos HUmanos,
Observoolón General N" 32, pórr .36.
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Al respecto, la Corte Europea de Derechos Humanos ha establecido en su
jurisprudencia constante que no es un requisito qua las personas acusadas cooperen
activamente con las autoridades judiciales', Asimismo, ha considerado que sólo es
necesario que el Imputado muestre diligencia en llevar a cabo los pasos procesales
relativos a su persona y de abstenerse de usar tácticas dilatorias·

Independientemente de ello, es importante destacar que en el presente caso al
señor Grande contestó la acusación fiscal, en el marco de su deracho de defensa, En
todo caso, la CIDH considera que un Inculpado puade optar por no realizar ninguna
acción procesal como medio de defensa y ello no obsta pera que el Estado tenga la
obligeclón de adelantar un proceso dentro de un plazo razonable.

Finalmente, en relación con la afectación generada por la duración del
procedimiento, la Comisión coincide con le Corte en que, por su neturaleze, los
procesos Judiciales, administrativos o de otro cerácter pueden acarrear molestias para
quienes se hallan sujetos al procedimiento, razón por lo que deben ser aceptadas como
una carga propia de hacer parte de un Estado de Derecho, No obstante lo anterior,
cuando la duración de un procaso judicial se extiende más allá de un pieza razonable
sin actividad significativa del Estado, se produce una afectación ilegitima al Imputado,
Asi, en el presenta caso, el señor Grende no sólo sufrió la molestia propia de estar
vinculado juridlcamente a un proceso penal en calidad de Imputado, sino que -tal
como lo manifestó durante la audiencia pública·· se vio seriamente afectado por la
duración del mismo,

Por otro lado cabe resaltar que en ouanto a la legalidad de la prueba, la Corte
Europea ha establecido que, cuando una prueba fue obtenida ilegalmente, ésta debe
analizarse dentro del prooeso como un todo, Es decir, debe examinarse la forma de su
obtenolón, el papel que ha desempeñado en el juicio y si se trata del único medio
probatorio en el proceso pare determinar si debe o no excluirse,

En el presente caso, el Juez Faderal que decretó el sobreseimiento definitivo
señaló que "habiendo transcurrido más de ocho años desde la Iniciación de [la] causa,
no [era posible] obtener nuevos elementos de prueba que [hicieran] variar la [.,,]
situación." Es decir, el propio Estado reconoció a nivel Interno que el proceso se habia
basado únicamente en prueba obtenida de forma Ilegal, hecho que por más de ocho
años fue ignorado por los jueces encargados del proceso penal.

Finalmente, la Comisión recuerda que la Corte Interamerlcana ha establecido
que "si el paso del tiempo Incide de manera relevante en la situación juridica del
individuo, resultará necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin de
que el caso se resuelva en un tiempo breve'''. En similar sentido, la Corte Europea ha
establecido que les autoridades responsebles de lIever a cebo un proceso deben tener
en consideración la situación de ios inculpados e Instruir dicho proceso con especlel
diligencia".

Al respecto, la CiDH destaca que si bien es razonable y legitimo que los
Estados tengan la posibilidad de Investigar alegadoll hechos delictivos, el no raalizer

1 Eur el H R Caso Eckle, Case 51 (ser. A) at 33 (1982).
li Unión Alimentarla Sonders SA Case, 157 Eur. et· H.R {sse A} (1S8S)
9 Corte IDH. Caso Kawos Fornández Vs. Honduras. Fondo, Reparaoiones y Costas Sentencia do 3 de

abril de 2009 Serie e No. 196, pórr, 116, y Corto lOH. Caso Vallo Jaramlllo y otros Va. Colomblo- Fondo,
Reparaolones y Costas Sentencia do 27 do novlembro do 2008, 50rll1 e No. 192, párr. 156.

lO ECHR, Nibblo v ltoly, Fobruury 26, 1992, Serios A, No. 2,?B-A.
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dicha Investigación en un tiempo razonable, puede implicar para la persona procesada
una afectación Irrazonable, desproporcionada, y eventuelmente, en algo que se
aproxima a una presunción de culpabilidad. Asr, mientras dura el proceso, la persona
acusada está sujeta a una serie de efectos Importantes en su vida personal y
profesional, efectos que se agravan con la prolongación del mismo. En ese sentido;
con el transcurso del tiempo, es más urgente que un Estado adopte las madldas
necesarias para datermlnar la Inocencia o culpabilidad de una persona acusada de un
delito.

En el presante caso, tal como se desprende del expediente, las actuaciones
realizadas por el Estado argentino no reflejan razonabilidad al respecto. Por el
contrario, la CIDH observa que el proceso duró aproximadamente nueve años, cuando
la pena por el delito que se le imputaba era de dos años y medio, es decir,
aproximadamente la tercera parte de la duración del proceso

VII. PETITORIO

En virtud del escrito de demanda, del escrito de observaciones sobre las
excepciones prellmineres, de las observaciones formuladas en la audiencia pública y de
lo Indicado en el presente escrito, la Comisión Interamerlcana solicita respetuosamente
a la Corte Interamerlcana que:

• Desestime las tres excepciones preliminares presentadas por el Estado.

• Declare que Argentina es responsable de la violación del derecho a las garantras
judiciales y a la protección Judicial consagrados en los artfculos 8.1 y 25 da la
Convención Amaricana, an relación con al artfculo 1.1 del mismo Instrumento,
en perjuicio de Jorge Fernando Granda.

En consecuencia, la Comisión solicita al Tribunal que ordana al Estado argantino
que:

• Adopte las medidas necesarias para que Jorge Fernando Grande reciba una
adecuada y oportuna reparación qua comprenda una plena satisfacción por las
violaciones de los derechos humanos.

• Adopte las medidas investlgatlvas correspondientes a fin de establecer las
responsabilidades penales y administrativas a que haya lugar, con ocasión de
las violaciones al debido proceso y a la protección judicial en perjuicio de Jorge
Fernando Grande

Washington, D.C.
16 de junio de 2011
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